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RESUMEN: Se trata de recurso ordinario interpuesto contra decisión del Tribunal Regional Electoral de Pará que invalidó el acta de candidato elegido suplente de diputado estadal por entender que hubo recaudación y gastos de recursos de campaña electoral de forma ilícita, conforme a lo dispuesto en el art. 30-A, párrafo 2, de la Ley 9.504/1997,
 según el cual se procura proteger el principio de la moralidad de las elecciones.

El Tribunal Superior Electoral, por unanimidad, dio trámite al recurso para mantener el acta del recurrente. El Pleno juzgó que, para incidir la regla prevista en el art. 30-A, párrafo 2, de la Ley 9.504/1997, se hace necesario probar la proporcionalidad (relevancia jurídica) de la ilicitud practicada por el candidato. En tal caso, la irregularidad no tuvo gran repercusión en el contexto de la campaña en sí. Se resaltó que el montante recaudado no se mostró expresivo ante una campaña para diputado estadal en un Estado tan extenso territorialmente como Pará, y que no hubo dudas respecto al origen o a la destinación de los recursos; se cuestionó solamente lo concerniente al momento de su recaudación (antes de la abertura de cuenta bancaria específica para candidatos, lo que es una exigencia de la legislación electoral brasileña).

Así, pues, dado que el objetivo de la norma legal es proteger la rectitud o la regularidad de la recaudación y los gastos de la campaña, la Corte entendió que los principios de la proporcionalidad o de la razonabilidad inciden para que la sanción aplicada sea proporcional a la gravedad de la conducta y a la lesión practicada contra el bien jurídico protegido (regularidad y moralidad de las elecciones).
� Art. 30-A. Cualquier partido político o coalición podrá representar a la Justicia Electoral, en el plazo de 15 (quince) días desde la expedición del acta, relatando hechos e indicando pruebas, y pedir la abertura de investigación judicial para examinar conductas en desacuerdo con las normas de esta Ley, relativas a la recaudación y los gastos de recursos.


Párrafo 2. Comprobados captación o gastos ilícitos de recursos, para fines electorales, será negada el acta al candidato, o invalidada, si ya hubiese sido otorgada. (Incluido por la Ley 11.300, de 2006.)





